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Concepto No. 5689

Bogotá, D.C., 5 de diciembre de 2013
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 4, 23, 24, 25, 33 y 41 (parciales) de la Ley 1592 de 2012, “Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005”.

Actores: RAMON DEL CARMEN GARCÉS y otros.

Magistrado Ponente: LUIS ERNESTO VARGAS SILVA.

Expediente D-9892
                 Concepto No. 5689
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242 numeral 2°, y 278 numeral 5° de la Constitución Política, y actuando con funciones de Procuradora General de la Nación, procedo a rendir concepto en relación con la demanda instaurada ante esa Corporación por los ciudadanos RAMÓN DEL CARMEN GARCÉS, RICARDO ROSAS VISO, FELÍX TOMAS BATTA JIMÉNEZ, HUGO MONTOYA ZULUAGA y NINI JOHANA CARDOZO DUEÑAS, quienes, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6º, y 242 numeral 1º de la Carta, solicitaron la inexequibilidad de los artículos 4, 23, 24, 25, 33 y, por “unidad de materia”, del artículo 41 de la Ley 1592 de 2012, “Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005, ‘por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios y se dictan otras disposiciones’, cuyo texto se reproduce a continuación (subrayando lo demandado):
LEY 1592 DE 2012
(diciembre 3)

Diario Oficial No. 48.633 de 3 de diciembre de 2012

Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 “por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios” y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

DECRETA:

ARTÍCULO 4o. Modifíquese el artículo 6o de la Ley 975 de 2005, el cual quedará así: 

Artículo 6o. Derechos de las víctimas. Las víctimas tienen derecho a la verdad, la justicia y la reparación integral. La definición de estos derechos se encuentra desarrollada en la Ley 1448 de 2011. Para estos efectos las víctimas tendrán derecho a participar de manera directa o por intermedio de su representante en todas las etapas del proceso a las que se refiere la presente ley, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1448 de 2011. La magistratura velará porque así sea. 

ARTÍCULO 23. Modifíquese el artículo 23 de la Ley 975 de 2005, el cual quedará así: 

Artículo 23. Incidente de identificación de las afectaciones causadas a las víctimas. En la misma audiencia en la que la Sala del Tribunal Superior de Distrito Judicial correspondiente declare la legalidad de la aceptación total o parcial de los cargos formulados, se dará inicio de oficio al incidente para la identificación de las afectaciones causadas a las víctimas con la conducta criminal, dentro de los ocho (8) días siguientes al recibo de la actuación. Este incidente no podrá extenderse por más de veinte (20) días hábiles. 

La audiencia del incidente se iniciará con la intervención de la víctima o de su representante legal o abogado de oficio, para que exponga las afectaciones causadas con la conducta criminal. Bastará con la prueba sumaria para fundamentar las afectaciones alegadas y se trasladará la carga de la prueba al postulado, si este estuviere en desacuerdo. 

La Sala examinará la versión de la víctima y la rechazará si quien la promueve no es víctima, decisión que podrá ser objeto de impugnación en los términos de esta ley. 

Admitida la versión de la víctima, la Sala la pondrá en conocimiento del postulado imputado que ha aceptado los cargos. Si el postulado estuviere de acuerdo, el contenido de la versión de la víctima se incorporará a la decisión que falla el incidente, junto con la identificación de las afectaciones causadas a la víctima, las cuales en ningún caso serán tasadas. En caso contrario, dispondrá la práctica de la prueba ofrecida por el postulado imputado, si la hubiere, oirá el fundamento de las respectivas versiones y en el mismo acto fallará el incidente. 

La Sala incorporará en el fallo lo dicho por las víctimas en la audiencia con el fin de contribuir al esclarecimiento del patrón de macrocriminalidad en el accionar de los grupos armados organizados al margen de la ley, así como de los contextos, las causas y los motivos del mismo, y remitirá el expediente a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas para la inclusión de las víctimas en los registros correspondientes para acceder de manera preferente a los programas de reparación integral y de restitución de tierras de que trata la Ley 1448 de 2011 a los que haya lugar. 

PARÁGRAFO 1o. La Defensoría del Pueblo, previo a la audiencia del incidente de identificación de las afectaciones causadas, deberá explicar a las víctimas que participan en el proceso de forma clara y sencilla, las distintas rutas de acceso a los programas de reparación integral a los que se refiere la Ley 1448 de 2011. 

PARÁGRAFO 2o. No podrá negarse la concesión de la pena alternativa en el evento de que la víctima no ejerza su derecho a participar en el incidente de que trata el presente artículo. 

PARÁGRAFO 3o. A la audiencia de incidente de identificación de las afectaciones causadas a las víctimas se citará a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas a efectos de suministrar la información que sea requerida por la sala del tribunal superior de distrito judicial y de informar a la víctima sobre los procedimientos de reparación integral de la Ley 1448 de 2011. 

PARÁGRAFO 4o. Si participare en el incidente del que trata el presente artículo una pluralidad de personas que afirmen ostentar la condición de sujeto de reparación colectiva, la Sala ordenará la remisión a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas para que esta valore de manera preferente si se trata o no de un sujeto de reparación colectiva en los términos de la Ley 1448 de 2011. Si la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, al valorar la información suministrada considera que efectivamente se trata de un sujeto de reparación colectiva, deberá iniciar el trámite de la reparación colectiva administrativa. 

PARÁGRAFO 5o. La Sala del Tribunal Superior de Distrito Judicial correspondiente y la Fiscalía General de la Nación tomarán todas las medidas necesarias para asegurar que en el incidente de identificación de las afectaciones causadas a las víctimas participen las víctimas correspondientes al patrón de macrocriminalidad que se esté esclareciendo dentro del proceso, de conformidad con los criterios de priorización. 

ARTÍCULO 24. La Ley 975 de 2005 tendrá un nuevo artículo 23A, del siguiente tenor: 

Artículo 23A. Reparación integral. Con el fin de asegurar a las víctimas una reparación integral, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, según corresponda, adoptarán las medidas articuladas de rehabilitación, restitución, indemnización, satisfacción y garantías de no repetición, según corresponda por el hecho victimizante, de conformidad con el modelo de reparación contemplado en la Ley 1448 de 2011 y sus normas complementarias. 

En concordancia con el artículo 23 de la presente ley, la Sala remitirá el expediente a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas con el fin de que la víctima sea objeto de la aplicación integral de las distintas medidas de justicia transicional adoptadas por el Estado colombiano. 

ARTÍCULO 25. Modifíquese el artículo 24 de la Ley 975 de 2005, el cual quedará así: 

Artículo 24. Contenido de la sentencia. De acuerdo con los criterios establecidos en la ley, en la sentencia condenatoria se fijarán la pena principal y las accesorias. Adicionalmente se incluirán la pena alternativa prevista en la presente ley; la declaratoria de extinción del derecho de dominio sobre los derechos principales y accesorios que recaigan sobre los bienes destinados para la reparación, así como sobre sus frutos y rendimientos; la acumulación jurídica de penas; la obligación del condenado de participar en el proceso de reintegración de que trata el artículo 66 de la presente ley una vez se encuentre en libertad; las circunstancias previstas en el artículo 25 de la presente ley, así como los compromisos que debe asumir el condenado por el tiempo que disponga la sala de conocimiento. 

En el evento en que el condenado incumpla alguno de los compromisos u obligaciones determinados en la sentencia se le revocará el beneficio de la pena alternativa y, en consecuencia, deberá cumplir la sanción principal y las accesorias que le fueron impuestas. 
La Sala de Conocimiento en el marco de la presente ley, según el caso, se ocupará de evaluar el cumplimiento de los requisitos previstos en esta ley para acceder a la pena alternativa. 

ARTÍCULO 33. El artículo 54 de la Ley 975 de 2005 tendrá un parágrafo 5o con el siguiente contenido: 

PARÁGRAFO 5o. Los recursos del Fondo para la Reparación de las Víctimas, tanto los entregados por los postulados en el marco del proceso penal especial de que trata la presente ley como aquellos que provengan de las demás fuentes de conformación del Fondo, serán destinados por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas para el pago de los programas de reparación administrativa que se desarrollen de conformidad con la Ley 1448 de 2011. Lo anterior sin perjuicio de o establecido en el parágrafo tercero del artículo 17B y en el artículo 46 de la presente ley. 

ARTÍCULO 41. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación, y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en particular los artículos 7o, 8o, 42, 43, 45, 47, 48, 49, 55 y 69 de la Ley 975 de 2005.

1. Planteamiento de la demanda
De manera general los accionantes consideran que las normas demandadas son contrarias a los principios de separación de poderes e independencia del poder judicial, y a los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación al: (i) remitir a la definición de víctima contenida en la Ley 1448 de 2011; (ii) sustituir el incidente de reparación integral, que originalmente incluía la Ley 975 de 2005 dentro del proceso penal de Justicia y Paz, por un incidente de identificación de las afectaciones causadas a las víctimas en donde los perjuicios no son tasados y cuyo expediente se remite a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y la Reparación Integral a las Víctimas (entidad que, entre otras cosas, debe valorar si un determinado grupo de víctimas es sujeto de reparación colectiva en los términos de la Ley 1448 de 2011); (iii) establecer que la reparación integral de las víctimas dependa de las medidas articuladas de rehabilitación, restitución, indemnización y satisfacción de garantías de no repetición que disponga la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, de conformidad con el modelo de reparación previsto en la Ley 1448 de 2011; (iv) modificar el contenido de las sentencias condenatorias que se profieran en el marco del proceso de Justicia y Paz, excluyendo de la misma lo relativo a las obligaciones de reparación moral y económica de las víctimas; (v) establecer que los recursos del Fondo para la Reparación de las Víctimas, provenientes o no de los bienes entregados por los postulados a la Ley de Justicia y Paz, se destinen al pago de programas de reparación administrativa previsto en la Ley 1448 de 2011; y (vi) derogar algunas disposiciones de la Ley 975 de 2005 relativas al derecho a la reparación de las víctimas.               

Por razón de lo anterior, contra las normas demandadas los accionantes presentan dos cargos específicos: (i) que “al atribuir funciones judiciales al gobierno[,] representado en este caso por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS […], que es un órgano de la rama ejecutiva, creado para reparar a las víctimas por vía administrativa, permit[en] la injerencia de la rama ejecutiva en asuntos exclusivos de la justicia transicional de la rama judicial”, y que (ii) “al dejar en manos de la UNIDAD [citada] el conocimiento parcial de las violaciones a los derechos humanos, infracciones al derecho internacional humanitario, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra […] contraría una de las obligaciones del Estado colombiano de investigar seria y adecuadamente las violaciones a los derechos humanos”. 

Con fundamento en el primero de estos dos cargos los accionantes invocan como vulnerados los artículos 1°, 2°, 9°, 95 (numeral 7°), 113, 114, 115, 116, 121, 122, 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 188, 189, 228, 229, 235, 237, 241, 246, 250, 256 de la Constitución Política, así como el Preámbulo y los artículos 8° y 10° de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y los artículos 8 y 25 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos. Además, hacen alusión a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte Constitucional
.

Por su parte, como fundamento de su segundo cargo los accionantes aducen que con las normas demandadas “desaparece” la obligación de reparación a las víctimas que la Ley 975 de 2005 imponía a los victimarios que deseaban acogerse a ese estatuto de justicia transicional, además de que se impide la reparación judicial y, en su lugar
, se impone una reparación administrativa con unos montos menores. Por esta razón, invocan como vulnerados “[el] derecho de acceso a la administración de justicia, al debido proceso y a un recurso judicial efectivo, consagrados en los artículos 1, 2, 29, y 229 de la Constitución y 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos”. 

Para efectos de explicar las violaciones señaladas en este segundo cargo, de manera más detallada los actores sostienen que el hecho de que, por virtud de algunas de las normas demandadas, “el pago que hace el autor del delito esté dirigido al pago de la reparación administrativa[,] es contrario al deber constitucional e internacional del Estado de garantizar la justa reparación de las víctimas como parte de la obligación de proveer recursos efectivos, consagrada en el artículo 2 de la Carta Política, el artículo 2.3. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y los artículos 1 y 63 de la Convención Americana de Derechos Humanos”. 
Además, señalan que trasladar la indemnización de las víctimas del proceso judicial al proceso administrativo y, así, del Tribunal de Justicia y Paz a las unidades administrativas de las que trata la Ley de Víctimas, “[v]iola el principio de mecanismos idóneos, de la pronta y cumplida y justicia” 
 y, particularmente, el derecho o la posibilidad de que se resolver las controversias “dentro de un término prudencial y sin dilaciones injustificadas” (negrillas fuera del texto). 

Por último, en la demanda se arguye que “los beneficios que se conceden en la Ley 1592/05 [sic], no superan el juicio estricto de proporcionalidad”, toda vez que, en su opinión, con la aplicación de la misma: (a) se dejaría a muchas víctimas sin reparación pues sólo serían beneficiarios de la misma las víctimas mencionadas en el artículo 149 del Decreto 4800 de 2011; (b) los victimarios ya no estarían obligados a reparar a cada una de sus víctimas en forma directa; (c) se reducen los montos de reparación; y (d) “los beneficios que se conceden […] no superan el juicio estricto de proporcionalidad, pues existe una afectación del valor objetivo de la justicia y del correlativo de las víctimas a la justicia”.
2.
Problema Jurídico 

En concepto del Jefe del Ministerio Público en el presente proceso corresponde determinar si los artículos demandados de la Ley 1592 de 2012, al modificar la Ley 975 de 2005 y hacer una remisión a los procedimientos administrativos de indemnización integral contenidos en la Ley 1448 de 2011,  desconocen los principios de separación de poderes e independencia del poder judicial, y vulneran los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. 
3. Análisis de constitucionalidad
3.1. De manera preliminar sea pertinente advertir que en los conceptos 5650, 5649 y 5669 (relativos a los expedientes D-9813, D-9818 y D-9849, respectivamente) esta Vista Fiscal ya tuvo oportunidad de pronunciarse respecto de la exequibilidad de los artículos y apartes de los artículos 23, 24, 25 y 41 de la Ley 1592 de 2012 aquí demandados, por cargos muy semejantes a los aducidos en la demanda sub examine e incluso a partir de muchas de las normas constitucionales que aquí también se han invocado como vulneradas. 

3.1.1. En efecto, en el Concepto 5650 esta Jefatura solicitó a la Sala Plena de la Corte Constitucional declarar exequible el artículo 23 de la Ley 1592 de 2012 (junto con los artículos 23A y 40 de la misma norma), con motivo de una demanda de inconstitucionalidad en donde el accionante invocaba como vulnerado el artículo 8° de la Convención Americana de Derechos Humanos, entre otros, toda vez que consideraba que la remisión del expediente a autoridades administrativas -Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas o la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas- para efectos de la aplicación de medidas de reparación, desconocía el conjunto de garantías reconocidas en la citada convención. 

Para justificar esta solicitud de exequibilidad, en el citado concepto principalmente se sostuvo, incluso con fundamento en lo concluido por la Corte Constitucional en las sentencias C-099 (M.P. María Victoria calle Correa) y  SU-254 de 2013 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva)
, entre otras
, lo siguiente:

1°. Que “(i) la mayoría de las víctimas que han acudido al proceso regulado por la Ley 975 de 2005, lo han hecho como consecuencia de graves crímenes de lesa humanidad, tales como ‘la tortura, el genocidio, la desaparición forzada, las ejecuciones extrajudiciales y las violaciones’, circunstancia que les permite la posibilidad de acceder a la justicia contencioso administrativa para buscar la reparación judicial de los daños que se les hayan causado; [y] (ii) [que] en cualquier evento, [ellas] tienen a su disposición la vía administrativa que incorpora  componentes adecuados de reparación por conducto de un medio más expedido y eficaz”;

2°. Que “la modificación del incidente de reparación integral por el modelo de reparación administrativa, [… es] que el incidente de reparación integral, tal y como estaba previsto en el modelo original de la Ley 975 de 2005, ha resultado poco eficaz en términos de asegurar los derechos de reparación a las víctimas como parte integral de sus derechos […ya que] su duración es prolongada y […] se ve seriamente obstaculizada por la poca vocación reparadora de los bienes del miembro del grupo armado ilegal”; y 

3. Que “la solución que en ejercicio de su amplio margen de configuración legislativa tomó el Congreso de la República armoniza el derecho a la reparación administrativa –con sus consecuentes ventajas en términos de eficacia- con la posibilidad de acudir a la reparación judicial en los casos más graves, donde el daño es especialmente intenso para las víctimas”. 

3.1.2. Por su parte, en el Concepto 5649 esta Jefatura solicitó que se declarara la exequibilidad del mismo aparte del artículo 6° de la Ley 975 de 2005 (modificado por el artículo 4° de la ley 1592 de 2012 ahora demandado), así como la exequibilidad de los artículos 23 y 23A de ese mismo estatuto (que a su vez corresponden con los demandados artículos 23 y 24 de la Ley 1592) y del mismo aparte del artículo 41 de la Ley 1592 que ahora nuevamente ha sido demandado. 

Lo anterior, con motivo de una acción de inconstitucionalidad en donde, entre otros, los accionantes invocaron como vulnerados los artículos 1°, 2°, 113, 116, 228, 229 y 250 de la Constitución Política, así como el artículo 8° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, y los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda vez que consideraban que las normas por ellos demandadas, al remitir a la Ley 1448 de 2011 (cuyas medidas entienden limitadas e insuficientes para garantizar estos derechos): (a) violaban los derechos de las víctimas del conflicto armado, incluido el derecho a la reparación integral; (b) vulneraban la separación de poderes al atribuirle funciones de competencia exclusiva de la rama judicial a la rama ejecutiva; (c) reducían la participación de las víctimas dentro de los procesos de justicia y paz; (d) excluían y discriminaban a determinadas víctimas o tipos de víctimas, (e) afectaban particularmente su derecho a la reparación integral; y (f) violaban el derecho de las víctimas a gozar de un recurso judicial efectivo para la protección de sus derechos. 

Para rechazar las pretensiones de esa demanda y, por el contrario, solicitar la exequibilidad de las normas señaladas, en el citado concepto se sostuvo, en resumen: 

1°. Que “prima facie resulta imposible concluir que alguna de las […normas demandadas] contradiga las normas constitucionales y del bloque de constitucionalidad […] invocadas como vulneradas, en tanto que éstas últimas, sin duda, no tienen el grado de especificidad que tienen las primeras ni se refieren a los asuntos, tan procesales o técnicos, que allí se regulan”;

2°. Que “actualmente es claro que la reparación no se agota con una indemnización pecuniaria, sino que implica un sinnúmero de medidas diferentes que incluyen:

‘(i) Restitución: devolver a la víctima a su statu quo ante. (ii) Indemnización: sufragar el valor material de los perjuicios morales, materiales y de la vida de relación irrogados. (iii) Rehabilitación: recuperar a las víctimas de las secuelas físicas y psicológicas derivadas de los delitos cometidos. (iv) Satisfacción: compensación moral orientada a restaurar la dignidad de la víctima y divulgar lo acontecido. (v) Garantía de irrepetibilidad: desmovilización, desarme, reinserción, desmonte de las organizaciones delictivas y prohibición, en todas sus formas y expresiones, de la conformación de grupos armados paraestatales y el diseño de estrategias paramilitares. (vi) Reparación simbólica: aseguramiento de la memoria histórica, aceptación pública de la comisión de delitos, perdón difundido y restablecimiento de la dignidad de las víctimas, v. gr. la construcción de camposantos, de monumentos o la colocación de placas en sitios especiales. (vii) Reparación colectiva: recuperación psicológica y social de las comunidades victimizadas’”
.

3°. Que “precisamente atendiendo a esa concepción de los derechos de las víctimas —en donde no se entienden cada una de las tres categorías citadas (verdad, justicia y reparación) como exclusivas o excluyentes, es decir, como compartimientos estancos— y especialmente a esa concepción del derecho a la reparación integral que trasciende la mera indemnización económica, es que el Legislador adoptó la política pública para la ‘reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno’ (entre otras) que se concretó en la Ley 1448 de 2011 y que, posteriormente, promulgó la Ley 1592 de 2012, a través de la cual modificó la Ley 975 de 2005 (Ley de Justicia y Paz), con el fin de armonizarlas, en tanto mecanismos de justicia transicional, sobre todo en lo relativo al derecho a la reparación de las víctimas”;

4°.  Que “el fin perseguido por el Legislador con los cambios introducidos a la Ley de Justicia y Paz por la Ley 1592 de 2012, tienen por objeto separar el proceso penal del que trata la Ley de Justicia y Paz, en donde en todo caso se buscaron reconocer y respetar los derechos de las víctimas, de las medidas estrictamente de reparación, establecidas ahora en la Ley 1448 de 2011, sin con ello pretender desconocer o menoscabar éste o los demás derechos de las víctimas”.

5°. “[Q]ue además de que efectivamente debe respetarse la libertad de configuración
 que tiene el Legislador para establecer herramientas, mecanismos y políticas públicas de justicia transicional y, así, el principio democrático y la soberanía popular, tampoco puede adoptarse una concepción maximalista (en términos ideológicos) de los derechos de las víctimas que, precisamente, lleve a hacer nugatoria toda iniciativa que éste promueva para alcanzar el fin de conflicto y pretender la paz”.

6°. Que “el derecho a la reparación integral de las víctimas no necesariamente implica que éstas tengan derecho a que exista un incidente de reparación integral dentro del proceso penal especial que se adelante contra los miembros de los grupos armados al margen de la ley que se desmovilicen, como originalmente se disponía en la Ley de Justicia y Paz, como tampoco prohíbe o imposibilita que el Estado adopte una política pública de reparación integral de las víctimas del conflicto armado, por vía administrativa, que se armonice con las medidas, condiciones, exigencias y fines de reparación que también se encuentran presentes en el proceso penal —que, por otra parte, no eliminan o impiden a las víctimas pretender la satisfacción de este derecho, en tanto que las acciones administrativas y judiciales, como ya se ha explicado en los precedentes jurisprudenciales citados, deben entenderse como complementarias y no como excluyentes—”; 

7°. Que “un proceso de justicia transicional efectivamente debe garantizar los derechos de las víctimas a la justicia, a la verdad y a la reparación —que son auténticos derechos y exigencias de justicia, es decir, no meras concesiones normativas—, pero que su reconocimiento y garantía, como de los demás derechos que se reconocen en las normas constitucionales y en el bloque de constitucionalidad que se invocaron como vulneradas, no se alcanza exclusivamente por una vía o por otra, lo que significa que el Legislador tiene diferentes alternativas para hacerlo”; y

8°. Que “la Ley 975 de 2005, en su actual redacción, no […] permite que sus victimarios obtengan beneficios y ventajas punitivas sin colaborar con la garantía de su derecho a la reparación […] Antes bien, la Ley […]establece una remisión a la Ley de Víctimas que, en forma alguna pretende eliminar la reparación integral sino, por el contrario, garantizar a las víctimas una reparación que no se limite únicamente a la indemnización económica y que no dependa exclusiva o principalmente de la capacidad financiera de los victimarios”. 

3.1.3. Finalmente, en el Concepto 5669 esta Vista Fiscal solicitó a la Sala Plena de la Corte Constitucional declarar exequible los artículos 23, 24 y 40 de la Ley 1592 de 2012, luego de analizar la demanda de inconstitucionalidad promovida por unos ciudadanos para quienes estos tres artículos violaban los derechos de las víctimas a acceder a la administración de justicia y a obtener una reparación integral. 

Así, mientras en aquella demanda nuevamente se reprochó que el Legislador hubiese reemplazado la reparación judicial de las víctimas que originalmente establecía la Ley 975 de 2005 por la reparación administrativa prevista en la Ley 1148 de 2011, en el concepto rendido por esta Jefatura se reiteró que “es claro que ninguna de las normas a las cuales reenvía la modificación impide el acceso a un juez para reclamar la indemnización por vía judicial, en el caso en que la víctima lo considere oportuno”, para lo cual nuevamente se acudió a lo concluido por la propia Corte Constitucional en sus sentencias C-099 y SU-254 de 2013. 
En este sentido, en aquella ocasión se consideró “que el derecho a la reparación no se agota en la compensación económica de la víctima, sino que está integrada por otros componentes que se relacionan con los derechos a la verdad y la justicia, los cuales no son considerados en su dimensión en la demanda” y, de conformidad con esto, que “la solución que en ejercicio de su amplio margen de configuración legislativa tomó el Congreso de la República armoniza el derecho a la reparación administrativa –con sus consecuentes ventajas en términos de eficacia- con la posibilidad de acudir a la reparación judicial en los casos más graves, donde el daño es especialmente intenso para las víctimas”. Lo que, al mismo tiempo, según se explicó, significa que “la armonización de los medios de reparación disponibles no vulnera los derechos a la igualdad, acceso a la administración de justicia y a la reparación, por cuanto tienen acceso a ella por vías complementarias que se encuentran plenamente ajustadas a la Constitución”.
3.1.4. Por razón de lo anterior, esta Jefatura considera que en el presente proceso la Sala Plena de la Corte Constitucional deberá estarse a lo resuelto en las sentencias que pongan fin a los citados procesos de inconstitucionalidad, en donde, como ya se sostuvo en los conceptos resumidos, esta Jefatura defendió la exequibilidad de los artículos 4, 23, 24 y 41 de la Ley 1592 de 2012 de cargos muy semejantes a las que aquí nuevamente se han elevado.  

3.2. Las únicas normas demandadas sobre las que esta Jefatura no ha tenido oportunidad de pronunciarse previamente y sobre las que, de igual forma, al proferirse el fallo correspondiente a este proceso tampoco existirá precedente, son el artículo 25 y el aparte demandado del artículo 33 de la Ley 1592 de 2012. 
Sin embargo, tal y como sucede con algunas normas constitucionales que se invocaron como vulneradas en la presente demanda que no se mencionaron en las demandas anteriores —pero que, en todo caso, constituían una unidad que pretendía utilizarse como fundamento para lo que en esencia es el mismo cargo de inconstitucionalidad—, esta Jefatura considera que en la demanda sub examine no se ofrece razón alguna ni se presenta un parámetro de control constitucional específico que se refiera exclusivamente al artículo y al aparte señalados.

3.2.1. Por el contrario, con relación al artículo 25 de la Ley 1592 de 2012, por el cual se modificó el artículo 24 de la Ley 975 de 2005, es evidente que los reproches de los actores no tiene por objetivo que deje de existir una delimitación normativa sobre el contenido de las sentencias condenatorias que se profieran en aplicación de la Ley de Justicia y Paz (Ley 975 de 2005), y ni siquiera atacan todos y cada uno de los elementos o asuntos que deben contener las mencionadas sentencias, sino que únicamente consideran que debe volverse a la redacción original del artículo 24 por cuanto allí se incluían unas “obligaciones de reparación moral y económica” en favor de las víctimas, que ahora han sido eliminadas en virtud de la remisión a la Ley 1448 de 2011 y la consecuente procedencia de las medidas de reparación integral para las víctimas que allí se establecen.     
3.2.2. En el mismo sentido, como se deduce directamente de la demanda, y como además se entiende a partir del texto demandado del artículo 33, es evidente que únicamente por razón de las violaciones a la separación de poderes e independencia de la rama judicial y a los derechos de las víctimas (y, especialmente, a su derecho a la reparación) que los actores atribuyen a los demás artículos demandados, es que en la demanda también se tacha como inexequible que en ese artículo se establezca que los recursos del Fondo para la Reparación de las Víctimas se destinarán “para el pago de los programas de reparación administrativa”. 

En efecto, además que es claro que este apartado no puede interpretarse si no es leído en el contexto del resto del artículo 33 demandado, es indudable que los actores, antes que buscar que se elimine de esta norma el aparte ya señalado, lo que pretenden es que desparezca toda remisión de la Ley de Justicia y Paz (ley 975 de 2005) a la Ley de Víctimas (Ley 1448 de 2011) y que, de conformidad con ello, se mantengan vigentes las normas anteriores de la primera de estas leyes, en donde se establecía que el proceso judicial penal de Justicia y Paz incluía un incidente de reparación integral. 

Lo anterior, por cuanto para los actores, como también se sostuvo en las demandas objeto de los conceptos de esta Vista Fiscal que ya han sido citados, sin duda debe existir una completa independencia y distinción entre la reparación judicial y la reparación administrativa de las víctimas, lo que a su vez implica la impertinencia de toda mención a las unidades administrativas especiales de atención y reparación integral de las víctimas de las que trata la Ley 1448 de 2011 dentro del proceso penal de Justicia y Paz. Y por cuanto, con fundamento en estas mismas razones, ellos también consideran que la armonización que el Legislador pretendió hacer entre unas y otras leyes y los mecanismos de reparación a través de la Ley 1592 de 2012 es inconstitucional. 

3.2.3. Sin embargo, como estas acusaciones no se corresponden directa o exclusivamente con el contenido del artículo 25 o del aparte demandado del artículo 33 de la Ley 1592 de 2012 y, por el contrario, guardan una relación intrínseca e inescindible con los reproches formulados contra los demás artículos demandados y, de hecho, se cobijan en los mismos dos cargos principales y se sustentan en las mismas normas constitucionales, esta Jefatura considera que en esta ocasión la Corte Constitucional deberá declararse inhibida para pronunciarse sobre estos dos artículos específicos en razón de la falta de claridad, certeza, especificidad y suficiencia
 de las razones por las cuales se les acusa de ser inconstitucionales. 

En caso de que la Corte considere que, a pesar de lo anterior, resulta posible hacer un análisis sustancial sobre la exequibilidad del artículo y el aparte normativo mencionados, esta Jefatura solicitará que, de manera subsidiaria, los mismos se declaren exequibles, por los cargos formulados, por las mismas razones ya expuestas en los conceptos anteriores con relación a las demás normas demandadas.
4. Conclusión 
En mérito de lo expuesto, la Viceprocuradora General de la Nación, con funciones de Procuradora General de la Nación, solicita a la Sala Plena de la Corte Constitucional, en primer lugar, declarar ESTARSE A LO RESUELTO en las sentencias relativas a los expedientes D-9813, D-9818 y D-9849 con relación a los artículos 4°, 23, 24, 25 y 41 de la Ley 1592 de 2012, y, de conformidad con ello, declarar su EXEQUIBILIDAD por los cargos aquí analizados. 
En segundo lugar, solicita a la Corte que se declare INHIBIDA para pronunciarse sobre el artículo 25 y sobre el aparte demandado del artículo 33 de la Ley 1592 de 2012, por ineptitud sustancial de los cargos elevados contra los mismos. Y, de manera subsidiaria declararlos EXEQUIBLES en relación con los cargos elevados, con fundamento en las razones señaladas en los conceptos 5649, 5650 y 5669, y que aquí han sido resumidas.       
De los Señores Magistrados,

MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Viceprocuradora General de la Nación con funciones de 
Procuradora General de la Nación
GMR/ABG
� En la demanda particulamente se cita la Sentencia C-141 de 2010, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Con relación a la modificación de la naturaleza de las medidas de reparación a las víctimas que hacen las normas demandadas, resulta pertinente destacar que en la demanda se advierte, principalmente con fundamento en la Sentencia SU-254 de 2013, (i) que la reparación administrativa y la reparación judicial son diferentes y (ii) que”[a]mbas vías deben estar articuladas institucionalmente, deben guiarse por el principio de complementariedad entre ellas, y deben garantizar un su conjunto una reparación integral, adecuada y proporcional”, pero que no deben confundirse.  


� Para demostrar la necesidad de una indemnización en sede judicial, lo actores hacen alusión a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.


� En la Sentencia C-099 de 2013 la Corte Constitucional declaró la exequibilidad de sus artículos 79, 88 y 132, relativos a la reparación administrativa de las víctimas, entre otras. Por su parte, en la Sentencia SU-254 de 2013, que incluso es citada en la demanda sub examine, la Corte unificó su jurisprudencia respecto de los derechos de las víctimas de desplazamiento forzado a la reparación integral. 


� Allí se hizo mención especialmente a la Sentencia C-715 de 2012 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva) en donde, al analizar una variedad de artículos de la Ley 1448 de 2011, la Sala Plena se pronunció sobre los derechos de las víctimas, las acciones de restitución en favor de los despojados, de los principios de restitución, despojo y abandono de tierras, entre otros.


� Allí se citaba el texto de Corte Suprema de Justicia, “El Proceso Penal de Justicia y Paz. Compilación de autos y sentencias de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, 2011, pp. 100-101.


� Como ejemplo de esto se puede destacar que en la Sentencia C-250 de 2012 (M.P. Humberto Sierra Porto) la Corte Constitucional declaró que era exequible que el Legislador estableciera, incluso, una restricción temporal para catalogar a una persona como víctima del conflicto armado (art. 3 de la Ley 1448 de 2011) y, por esta razón, específicamente concluyó que limitar la reparación patrimonial a las personas víctimas de hechos acaecidos a partir del 1° de enero de 1985 era razonable, entre otras razones, porque aunque “[…] se podría sostener que toda delimitación temporal es inconstitucional, pues en principio las medidas de reparación de índole patrimonial deberían ser garantizadas a todas las víctimas, sin embargo, tal postura limitaría de manera desproporcionada la libertad de configuración del Legislador, además que sería abiertamente irresponsable desde la perspectiva de los recursos estatales disponibles para la reparación de los daños causados, pues generaría expectativas de imposible satisfacción que acarrarían [sic] responsabilidades ulteriores al Estado Colombiano […]implicaría el sacrificio de bienes constitucionalmente relevantes cual es en primer lugar la efectividad de los derechos de las víctimas que se pretende reparar, pues no se puede desconocer las limitaciones de los recursos estatales que pueden ser invertidos para tal propósito”. 


� C.f., Sentencia C-1052 de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.
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